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			PRÓLOGO


			                               El presidente Santos anuncia un nuevo acuerdo con las FARC-EP.


			                               ¡Que la paz triunfe esta vez! 






			Me ha resultado especialmente gratificante la invitación del autor para escribir un prólogo a su obra, ya que es el producto más visible de la tesis doctoral que realizó bajo la dirección de la profesora María Lois y de mí mismo. Algunas veces nos preguntan para qué sirven estas investigaciones universitarias, y libros como este nos permiten dar una respuesta orgullosa: para entender las cosas que ocurren y sus razones.


			Breve historia del conflicto armado en Colombia no solo es una aproximación al estudio de lo que ha ocurrido y todavía está ocurriendo en Colombia, sino que permite también realizar un diagnóstico de la situación actual. En esta obra, Jerónimo Ríos Sierra ha volcado muchos de los conocimientos (geo)politológicos que ha ido acumulando a lo lar­­go de una breve, pero prometedora trayectoria académica y de investigación. Se trata, podríamos decir, de un libro útil, que se centra en la explicación de un conflicto que, ojalá, pronto pase a formar parte exclusivamente de los estudios de historia.


			Una reconsideración crítica de los procesos económicos, políticos o culturales que provocan una conducta territorial como la guerra no pueden tener su origen exclusivamente en un afán intelectual por entender la violencia; esta reconsideración es necesaria para articular las alternativas políticas para la paz. Este es el objetivo de la “investigación para la paz” que fundó Johan Galtung1 y en el que explícitamente se inscribe el trabajo de Ríos. Este tipo de investigación no es neutral, está comprometida con la superación de la violencia personal, pero también con la violencia estructural; sin actores, pero que deja huellas claras en los cuerpos y rostros de las víctimas, y que tanto tiene que ver con el conflicto que nos ocupa.


			Antes de seguir, es necesario realizar varias observaciones importantes con el objeto de no perder el norte. En primer lugar, los procesos que provocan la guerra no son solamente los que se derivan de un modo de producción económica específico ni de una forma de Estado en particular o de una era geopolítica en concreto, sino que se concatenan muchos factores: la guerra no es unívoca en su causalidad. Y esto es especialmente aplicable al caso colombiano, en el que deberíamos huir de la explicación fácil: no hay un causante único, porque hay muchos actores armados que intervienen de diversas formas, ni hay una sola causa, porque como nos muestra el autor, las razones de esta violencia son diversas. En este sentido, hay que tener en cuenta un hecho de extrema importancia: los procesos de carácter eminentemente político, económico, jurídico o simbólico que intervienen en la “producción” de la guerra, y que el analista deconstruye en el proceso de explicación del fenómeno, no ocurren en el conflicto concreto de una forma que permita individualizarlos fácilmente, sino que, por el contrario, se embrollan de manera tal que es muy difícil tenerlos a todos en cuenta; tampoco es fácil evitar la tentación de reducir la lógica propia de cada uno de estos procesos a una sola instancia a fin de clarificar —en muchas ocasiones, quizás, simplificar en demasía— el análisis.


			En segundo lugar, la guerra no puede entenderse como un resultado de la agresividad natural del ser humano, ni, mucho menos, de una etnia o nacionalidad en particular. El larguísimo conflicto que nos ocupa no resulta de que los y las colombianas estén predeterminados genética o culturalmente para la violencia, como he podido escuchar alguna vez a académicos de “opinión fácil”. El enquistamiento de la violencia va más allá de una era geopolítica concreta, la de la geopolítica ideológica —que se prolonga entre 1946 y 1989, grosso modo—, muy posiblemente porque la contienda entre liberales y conservadores, a diferencia de otras guerras en países vecinos, retrotrae los orígenes del conflicto a épocas anteriores al enfrentamiento entre los EE UU y la URSS a lo largo de todo el planeta. Por eso, aunque las guerrillas se alineasen finalmente en el campo de los comunismos (de diverso matiz) y los sucesivos gobiernos de Colombia fuesen aliados de los EE UU, el conflicto no termina como otros con el fin de la Guerra Fría.


			Para entender cualquier conflicto deberíamos entender su particular “constelación belicista”2; lo que nos permite alejar el fantasma de la causalidad única, típica de la geopolítica tradicional (con afirmaciones como que la guerra del Golfo  solo se puede explicar por el interés occidental en el petróleo kuwaití, por ejemplo), y mostrar que las guerras son fenómenos únicos pero no singulares, es decir, las guerras —y las paces— se producen en matrices espacio temporales dinámicas que las hacen irrepetibles, pero no constituyen hechos singulares, sino que responden a lógicas tanto globales, generales, como locales, particulares. Esto quiere decir que tampoco podemos caer en la tentación de pensar que cada conflicto es de un carácter único, y, aunque la mayor parte de las clasificaciones que se suelen realizar no son demasiado útiles, hemos de intentar buscar los rasgos comunes de los conflictos que nos permitan elaborar teorías que informen el estudio de los casos concretos. Pero estamos ante un conflicto donde aparecen muchos tipos de violencia; así, desde una perspectiva de análisis de sistemas-mundo3 podríamos identificar: violencia “colaboracionista”, que implica represión por el Estado ejecutada por grupos de la clase dominante periférica en colaboración con o inducidos por grupos de la clase dominante central; violencia “imperialista”, para extender las esferas de influencia de los Estados del centro, y, al menos, violencia de “resistencia”, resultado de los antagonismos de clase y ejecutada por los más desposeídos den­­tro de la formación social.


			En especial, es de suma importancia saber si podemos distinguir los conflictos interestatales de los internos o si, por el contrario, la lucha por la dominación del espacio, que suele asociarse a la soberanía, se encuentra presente en todos. Y nadie puede negar las dimensiones internacionales, especialmente acentuadas durante el mandato del presidente Uribe, de un conflicto eminentemente interno como es el colombiano. Ríos sortea estos problemas con brillantez y nos permite contemplar una escena bastante completa.


			En tercer lugar, la guerra y la paz no se han producido y reproducido de la misma forma a lo largo de la historia humana. Por ejemplo, las guerras del siglo XVI y las del XX ni han sido iguales ni responden exactamente a las mismas causas, a pesar de que unas y otras se produjeran tras el surgimiento del sistema-mundial moderno. Pero lo más importante es que, en dicho sistema, se alternan periodos de paz (no guerra o paz negativa en términos galtungianos) con épocas de guerra: se producen guerras globales en determinados momentos y  solo conflictos bélicos localizados en otros. Este carácter mutable de la guerra está relacionado con el hecho de que el sistema-mundial moderno está sometido a cambios cíclicos, y por ello es importante tener en cuenta que la guerra se genera en matrices espacio-temporales cambiantes. El espacio se produce a partir de una “materia prima”, la naturaleza, y es resultado de actividades económicas, políticas y simbólicas, pero no es un producto más: los grupos sociales producen una espacialidad en la que no se producen relaciones, sino que forma parte de esas relaciones, no se puede separar de ellas. Por supuesto que el espacio —o, mejor dicho, cada medio geográfico concreto y específico— proporciona las condiciones en las que ocurren los procesos económicos de producción material, distribución, circulación y consumo y los procesos políticos en los que circula el poder y que comprenden acciones muy diversas —entre, o tras, las combinaciones de paces y guerras—, pero también es producto de estos procesos, y por eso cambia de la mano de ellos. Las fases del conflicto colombiano, su postrer periferialización y narcotización, son recogidas adecuadamente por el autor, mostrándonos una realidad en constante mutación lejos de visones petrificadas del mismo.


			Finalmente, tenemos la suerte de poder pasarle al trabajo de Ríos la “prueba del algodón” que nos proponía aquel anuncio televisivo. Los acuerdos de paz alcanzados por las FARC-EP y el gobierno colombiano que se firmaron el 26 de septiembre de 2016 fueron sometidos a un plebiscito el 26 de octubre siguiente que, como todos sabemos, cosechó un resultado negativo. La cartografía de los resultados electorales (mapa de la página 17) es sumamente interesante en nuestro caso porque muestra, con nitidez, un anillo que conforman los departamentos periféricos que aprueban el acuerdo de paz, y una masa central —con prácticamente solo la excepción de Bogotá— que se opone al acuerdo. Es decir, donde el conflicto sigue activo, que es en la periferia del país, según nos muestra Ríos, la población apoya el final del mismo, mientras que en las zonas donde virtualmente ha desaparecido hace años, la población se opone a los acuerdos. Si hiciéramos un análisis a más amplia escala veríamos que esta tendencia se confirma: en algunos de los departamentos que votaron en contra, por ejemplo, Norte de Santander, los mu­­nicipios con más guerrilla, en el Catatumbo, votaron a favor del acuerdo, y, asimismo, en Caquetá, todos los municipios con más guerrilla, salvo Florencia (la capital) también votaron a favor del plebiscito. También en otras zonas con menor presencia de la guerrilla se votó a favor del final de la violencia; por ejemplo, todo el norte, azotado por Bacrim, y el Pacífico más Putumayo, igualmente, votaron a favor del acuerdo. De hecho, como señala Ríos, algo así como el 82% de los municipios más violentos y el 62% de los más pobres votaron a favor del acuerdo. Los datos son contundentes.


			La guerra tiene siempre una dimensión territorial, los contendientes intentan establecer su dominio-apropiación sobre un espacio, pero su resolución no tiene por qué ser un juego de suma cero, es decir, no tiene que haber ganadores y perdedores, puede haber solo ganadores, pero para ello tienen que alcanzarse compromisos firmes y honestos entre las partes. Esperemos que este sea el final del conflicto cuyas claves nos explica Jerónimo Ríos.






			Heriberto Cairo Carou


			Decano de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense de Madrid


			Madrid, 12 de noviembre de 2016






			Mapa de la opción con más votos por departamento
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Introducción


			Esta obra responde a un trabajo de varios años de estudio sobre las dinámicas de la violencia en Colombia por parte, fundamentalmente, de los dos grupos guerrilleros más importantes del país: las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN).


			En él aparecen fragmentos de conversaciones que fueron obtenidos para el desarrollo de una tesis doctoral que precedió a este libro, pero que, por su concomitancia, son incluidos aquí, a efectos de que el lector pueda incorporar testimonios directos de quienes estuvieron involucrados, de un modo u otro, en un conflicto como el colombiano: desde responsables de la Fuerza Pública, pasando por víctimas, comandantes guerrilleros o del paramilitarismo, así como actores gubernamentales.


			El trabajo se organiza en torno a cuatro capítulos claramente diferenciados. En el primero se presentan los orígenes del conflicto armado, en tanto que se parte de la hipótesis de que si bien el conflicto, como actualmente se conoce, se inicia formalmente a mediados de los años sesenta, lo cierto es que hunde sus raíces en una suerte de acontecimientos, especialmente convulsos, de la década de los cuarenta. Así, en este capítulo se presentan los hechos de La Violencia —guerra civil partidista— que comienza en 1948 y que conecta, directamente, con la aparición de las dos grandes guerrillas de la historia re­­ciente del país: las FARC y el ELN. Igualmente, se expone la respuesta del Estado, sobre todo desde mediados de los sesenta hasta finales de los noventa, y se explica cómo se adaptaron los diferentes gobiernos al problema de la violencia en Colombia. Finalmente, se presentan los grupos armados más importantes que, de un modo u otro, han sido actores a tener en cuenta en este conflicto, no solo a modo de guerrillas, sino, igualmente, en forma de grupos paramilitares y/o narcotraficantes.


			En la segunda parte, se evidencia con mayor detalle la relación que con el conflicto armado han tenido los tres últimos presidentes colombianos: Andrés Pastrana (1998-2002), Álvaro Uribe (2002-2010) y Juan Manuel Santos (2010-2016). Los tres, aunque los dos primeros no lo quieran reconocer, han sido nucleares para comprender, sobre todo, la actualidad de un conflicto que en estos días pasa por una coyuntura que invita al optimismo de su desactivación. No obstante, cada uno atraviesa una situación muy particular que permite entender cómo se sucedieron algunos de los acontecimientos más importantes en la comprensión del conflicto y, sobre todo, la respuesta de los diferentes gobiernos colombianos. Es así que se aborda la coyuntura de la negociación de paz del Caguán con las FARC y que, como se verá, estaba casi abocada al fracaso desde su inicio. Un fracaso, no obstante, particular, pues a la vez que el intento de paz se venía abajo, se ponía en marcha un plan de fortalecimiento de la Fuerza Pública que será la semilla embrionaria para un cambio en la correlación de fuerzas favorable al Estado, y se firmará el Plan Colombia con Estados Unidos. Asimismo, se analizará la Política de Seguridad De­­mocrática del presidente Álvaro Uribe. Una política de “mano dura” que debilitará sobremanera a las guerrillas, cambiando de manera drástica algunas de las dinámicas territoriales de la violencia, pero que dejará consigo una serie de excesos que durante años desdibujaron la democracia colombiana y su Estado de derecho. Finalmente, se concluye analizando parte de la coyuntura actual y el porqué y cómo de los avances de la negociación de paz con las FARC.


			En la tercera parte, integrada con el componente anterior, se busca presentar cuál ha sido, precisamente, la respuesta de las guerrillas a una década y media de fuerte confrontación por parte de la Fuerza Pública. Fundamentalmente, de lo que se trata, es de mostrar al lector cómo, paulatinamente, se ha ido consolidando una doble tesitura que llega incluso a la actualidad. Si bien, a grandes rasgos se podría aceptar una hipótesis de debilitamiento, ya sea en términos de pie de fuerza, de control territorial o de manifestaciones de la violencia, por otro lado, y de manera más compleja, se ha desarrollado un proceso de periferialización y de narcotización del conflicto. Es decir, el conflicto se ha terminado por consolidar en regiones periféricas concretas, como son el suroccidente del país y el nororiente, además de en parte de Antioquia y Bolívar. Asimismo, esa ubicación responde al propósito de optimizar ventajas competitivas sobre territorios alejados de los centros decisorios del país, en su mayoría de condición fronteriza y con una geografía selvática o montañosa, y por tratarse de escenarios principalmente cocaleros. Esta es una doble tendencia que, muy posiblemente, seguirá marcando los desafíos en seguridad, violencia y construcción del país, incluso, más allá de un eventual y posible escenario de posconflicto armado tanto con las FARC como con el ELN.


			Finalmente, la cuarta parte del libro concluirá con una revisión del tercer gran actor protagonista del conflicto armado y aún vigente, no sin transformaciones, tras casi cuatro décadas de existencia: el paramilitarismo. Se presentará una génesis de cómo se formaron los grupos paramilitares en Colombia, inicialmente, a orillas del río Magdalena, y de cómo fue su cercana relación con el narcotráfico, primero como aliado, y una vez sin él, como principal valedor de un proyecto criminal. Se analizará también el auge del paramilitarismo de los hermanos Castaño tanto en los noventa como en la década del 2000, entrando a mayor detalle sobre los principales bloques y estructuras que conformaron esta máquina de guerra y muerte durante algo más de una década. Finalmente, se concluye con el tránsito a una nueva suerte de posparamilitarismo y, lo más importante, sin perder de vista el claro tinte político que caracterizó, y del que nunca renegó, el proyecto ideado por la Casa Castaño.









			Capítulo 1


			Génesis y evolución del conflicto armado 		en Colombia, 1946-1998


			Los antecedentes de la violencia 			en Colombia


			



El fenómeno de la violencia en Colombia no es patrimonio de las últimas décadas. A lo largo del siglo XIX se pueden registrar una veintena de guerras regionales o nacionales entre los dos partidos hegemónicos del sistema político colombiano: el Partido Liberal y el Partido Conservador. La última de esas guerras, conocida como la guerra de los Mil Días, transcurrió entre 1899 y 1902 causando 100.000 muertes —sobre una población de menos de tres millones—, y suponiendo, además, la pérdida de Panamá. Es por esto que algunas voces, tomando como base lo anterior, entienden que Colombia ha sido y es un país abocado a la violencia endémica (Guedán y Ramírez, 2005). 


			En perspectiva comparada con países de su entorno, hasta 1930, podría decirse que Colombia no presenta niveles de violencia fuera de los niveles propios de la región. Más bien, lo que acontece es un paulatino derrumbe del Estado (Osquist, 1978), que empieza a degradarse a partir de las confrontaciones que tienen lugar entre 1930 y 1946. Confrontaciones entre las que se agravan varias cuestiones, como los antagonismos partidistas, los conflictos relacionados con la propiedad de la tierra o las disputas derivadas del avance de la colonización. Así, el trasfondo de todo es el de la debilidad de un Estado incapaz de dotarse de los medios suficientes para ejercer su autoridad en buena parte de su territorio.


			Con la llegada a la presidencia en 1930 de Enrique Olaya Herrera se rompe el predominio conservador y se instauran dieciséis años de presencia liberal. Dieciséis años de dificultades para la gobernabilidad, caracterizados por fracturas internas en el partido de Gobierno y por una agitación social que alimenta la aparición de importantes conflictos agrarios, así como una frustración obrera, que sirven de acicate para la aparición de los primeros movimientos obreros.


			De este modo, se va gestando la semilla embrionaria de una época convulsa para la historia política colombiana, apareciendo los primeros escenarios de violencia desmedida; primero en departamentos como Boyacá, Santander y Norte de Santander, en el nororiente del país, y, más tarde, en Cundinamarca, Antioquia y Caldas. 


			En paralelo a un proceso de violencia creciente se va fraguando un escenario que permite entender el viraje que experimenta el país a partir de 1946. Un escenario en el que se va desarrollando una creciente fractura social, carente de simbolismo de unidad nacional, y alimentada a partir de lealtades políticas con base en unos partidos tradicionales cada vez más distanciados. La ciudadanía política se va a construir en términos casi insustanciales, a la vez que irreconciliables. Asimismo, los problemas desatendidos sobre la tenencia de la tierra, la precaria legitimidad económica del Estado, el alimento confrontado de subculturas políticas enfrentadas o la subordinación de los intelectuales y militares a un poder establecido van a converger es un escenario de colapso generalizado que se iniciará, en 1946, con la victoria presidencial del conservador Luis Mariano Ospina Pérez, y sin atisbo alguno de control tras la muerte de Jorge Eliécer Gaitán en abril de 1948.


			La primera etapa de La Violencia, 1946-1953


			



Una vez que llega a la presidencia Ospina Pérez, en agosto de 1946, se pone fin a cuatro gobiernos consecutivos del Partido Liberal y se inicia en una etapa política espoleada por una oleada de violencia y agitación social que va a conferir continuidad a la acontecida una década atrás y que, más allá de Santander y Norte de Santander, se va a desarrollar con especial virulencia en Antioquia, Boyacá, Bolívar, Caldas, Cundinamarca, Chocó, Magdalena, Nariño, Tolima y Valle del Cauca. 


			La segunda mitad del año 1946, así como todo 1947, va a caracterizarse por acumular un fuerte descontento social que va fraguando en una confrontación de las lealtades político-partidistas liberales y conservadoras y que se descontrola en 1948. Entre enero y marzo de 1948, en todas las grandes ciudades del país se van a producir innumerables huelgas, manifestaciones y confrontaciones de la sociedad civil con la Policía que se van a acompañar de ataques contra infraestructura pública, además de la toma de edificios oficiales y asaltos a personalidades políticas. El detonante va a ser el asesinato de la que entonces era la figura clave del Partido Liberal: Jorge Eliécer Gaitán. Este había emergido como la figura política que aunaba las expectativas liberales en Colombia, de acuerdo a una responsabilidad por hacer converger las fuerzas políticas del partido y generar grandes expectativas en buena parte de la población civil, especialmente en las capas menos favorecidas. Ello, gracias a un discurso que, como reconoce Pécaut (2000: 53), resulta muy similar al del peronismo: “[…] El mismo cuestionamiento a la oligarquía, a los partidos políticos y a la democracia liberal; la misma oposición entre el pueblo y la oligarquía, entre el país real y el país político, entre el individualismo y la unidad orgánica de la sociedad; la misma aspiración a superar las oposiciones entre el capital y el trabajo en nombre de una reconstrucción orgánica de la sociedad”.


			El asesinato de Gaitán, que tiene lugar el 9 de abril de 1948 en Bogotá, coincidiendo con la preparación de la Conferencia Panamericana que posteriormente daría lugar a la Organización de Estados Americanos, marcará un detonante sin precedentes en el devenir de La Violencia, en mayúscula, no solo en Bogotá, sino en todo el país. Para el propio Hobsbawm (1974: 264), con su muerte se produce “la mayor movilización armada de campesinos (ya sea como guerrilleros, bandoleros o grupos de autodefensa) en la historia contemporánea del hemisferio occidental, probablemente con la sola excepción de algunos momentos álgidos de la Revolución mexicana”.


			A pesar de que el Ejército se mantuvo leal al presidente Ospina Pérez, Colombia va a encontrarse inmersa en una vorágine de violencia generalizada que se va a radicalizar con motivo de las elecciones legislativas de 1949 y, sobre todo, por los comicios presidenciales de 1950, en los cuales se impone la figura ultraconservadora de Laureano Gómez Castro. En otras palabras, se termina por dar un marco de confrontación conocida generalmente como La Violencia, que se extenderá hasta 1964, dejando consigo más de 200.000 vidas (Guzmán, Fals Borda y Umaña, [1962] 2010: 317).


			Este periodo de La Violencia ha tratado de ser explicado desde diferentes aristas. La más común, como señala Henderson (1984), partiría de la doble acusación que se van a hacer conservadores y liberales. Los primeros, culpados de instrumentalizar de manera sectaria a las fuerzas policiales, y los segundos, señalados como insurrectos subversivos bajo la intención de derrocar el Gobierno constitucional. Sobre la base de estos argumentos, Hobsbawm (1967) plantea, más bien, que La Violencia no fue sino el resultado esperado de un conjunto de frustraciones y tensiones reprimidas durante un largo periodo de tiempo, y que debe entenderse más como una revolución social que, por la falta de organización y liderazgo efectivo, termina por desarrollarse en forma de una desorientada guerra civil. Otros como Weinert (1978), sin embargo, consideran que el desencadenante violento estriba, más bien, en que el Partido Liberal se sirve de manipular las fuerzas de modernización en beneficio propio, frente a un Partido Conservador, premoderno, que reacciona violentamente ante cualquier atisbo de cambio. Finalmente, Oquist (1978) enfatiza en el papel desencadenante que tuvieron las profundas lealtades partidistas y Pollock (1975) responsabiliza de La Violencia a la falta de voluntad política de las elites colombianas, indistintamente liberales y conservadoras.


			Lo cierto es que, en suma, todas estas explicaciones permiten entender, desde una perspectiva integral, el desencadenamiento de La Violencia. Las lealtades políticas, el clivaje de la modernidad y el rédito político-electoral de la violencia son elementos que se retroalimentan y convergen en un escenario de descontento, pauperización y exclusión. De este modo, el Gobierno de Laureano Gómez, férreo admirador de Mussolini y de Franco, se fue erigiendo bajo continuos guiños a la noción de Estado corporativo, a la vez que generaba un profundo recelo tan­­to en el Partido Liberal como en el Partido Comunista. Recelo que fue albergando la necesidad de una reacción armada, especialmente desde buena parte de los sectores campesinos.


			Bajo este contexto de violencia emergente, las zonas de mayor resistencia frente al Estado conservador de Gómez fueron netamente liberales. Es en este periodo, entre 1949 y 1953, en el que comienzan las respuestas violentas de parte de la ciudadanía frente a los excesos del poder público, bien a modo de autodefensa campesina, bien a modo de guerrilla. En todo caso, la dinámica que hizo funcionar La Violencia, especialmente en esta primera etapa, siempre fue la misma. Como acertadamente señala Bushnell (2012: 293): “Casi nunca se escuchó hablar de campesinos liberales en conflicto con terratenientes liberales ni de conservadores contra conservadores de clase social distinta. Generalmente, La Violencia enfrentó a campesinos de un partido contra campesinos del otro, mientras los grandes propietarios, por no mencionar a los profesionales y hombres de negocios de los dos partidos, permanecían en la relativa seguridad de las ciudades”.


			A partir de 1950, se hace evidente una sofisticación tanto del lado de los mecanismos represivos del Estado como de la resistencia liberal y comunista. Así sucederá tanto en el sur de Tolima como en los departamentos de Antioquia, Boyacá, Caldas, Cundinamarca, Huila, Santander, Norte de Santander y la región de los Llanos Orientales. En la mayor parte de estos enclaves primará la resistencia liberal, si bien el comunismo —aún alejado de la toma del poder político y más focalizado en la noción maoísta de guerra popular prolongada—, se va a afianzar sobre dos escenarios que, con posterioridad, serán claves en la emergencia guerrillera de las FARC, ya en la década de los sesenta: Tequendama y Sumapaz en Cundinamarca y el sur de Tolima.


			La posibilidad de una alianza de guerrillas liberales y comunistas, inicialmente distantes, va a irse desarrollando paulatinamente, a medida que se va engrosando el número de levantados en armas contra la represión conservadora. Esa alianza va a ser planteada, por primera vez, en agosto de 1952 con motivo de la I Conferencia Nacional Guerrillera (CNG), vulgarmente conocida como la Conferencia de Boyacá. Sin embargo, su desarrollo va a encontrar importantes dificultades que impedirán la convergencia guerrillera, como el escepticismo entre la elite liberal, la creciente autonomía o la escisión de las mismas guerrillas liberales según ciertas zonas del país. Entretanto, el marco de violencia entre conservadores, liberales y comunistas seguía creciendo y, de hecho, hacia 1952, Colombia se va a presentar como un escenario cruento, con más de 20.000 hombres levantados en armas, con especial virulencia en el suroriente antioqueño, la región del Carare y Opón en Santander, el nororiente de Cundinamarca, el sur de Tolima, las regiones de Tequendama y Sumapaz y la vasta extensión de los Llanos Orientales. 


			Es por todo que, dada esta tesitura, y a pesar de la coyuntura económica positiva en cuanto a crecimiento económico, inversión extranjera directa y producción industrial, la ingobernabilidad derivada de La Violencia, unida a una generalizada situación de pobreza, elevada inflación y profundos desequilibrios interregionales, van a conducir a la irrefrenable convicción sobre la necesidad de abogar por un cambio político drástico, afín a la necesidad de un golpe militar que retome la situación.


			La segunda etapa de La Violencia, 1953-1957


			



Dadas estas circunstancias, el general Gustavo Rojas Pinilla llega al poder el 13 de junio de 1953 con el firme propósito de reducir los niveles de violencia acontecidos en Colombia y a partir de la puesta en marcha de una política pacifista que, especialmente en la región de los Llanos Orientales, va a conseguir, por medio del general Duarte Blum, la desmovilización de más de 6.500 levantados en armas.


			Por medio de los Decretos 1546 de 22 de junio de 1953 y 2184 de 21 de agosto de 1953 se va a buscar desactivar la violencia a partir de reducciones en la pena e indultos selectivos para los insurrectos. Como explica Pizarro (2011), las respuestas van a ser de lo más variopinto entre quienes aceptaron la rendición incondicional o bajo ciertas condiciones —como sucedió con las guerrillas liberales en Tolima, el Llano o Antioquia—, y quienes, como el Partido Comunista, de acuerdo con las nuevas condiciones políticas creadas, “lanzó la consigna de transformar las guerrillas en movimiento de autodefensa campesina, sin desmovilizarse y sin entregar las armas al Gobierno”.


			Esta posición de los grupos comunistas va a propiciar una respuesta excluyente del Gobierno de Rojas Pinilla, incluso con apoyo del Partido Liberal: la ilegalización del Partido Comunista en 1956. A esto se va a sumar una suerte de acciones armadas entre la Fuerza Pública y los grupos armados liberales, a efectos, además, de debilitar a la resistencia comunista de aquellos escenarios, como el sur de Tolima o la región de Sumapaz, donde su arraigo era mayor. Dentro de esa lógica, será la intervención sobre un municipio en el oriente de Tolima, Villarrica, con especial presencia de autodefensas campesinas comunistas, en noviembre del año 1954, la que propicia una nueva espiral de violencia irrefrenable. Esto se debe a que la masacre de campesinos en este municipio se va a traducir en una tendencia creciente de agitación y resistencia frente a lo que se concebirá como una extralimitación represiva de parte del Estado. Es más, a tal punto llega la situación que, en la primavera de 1955, Villarrica y sus municipios aledaños son declarados como zona de operativos militares. Un contexto de guerra donde un despliegue de más de 9.000 soldados y un número importante de unidades de artillería y aviones F-47 y B-26 busca acabar con los cerca de 800 insurrectos alzados en armas (Pizarro, 2011).


			Villarrica causó dosis desproporcionadas de muerte y desplazamiento forzado, pero, lo más importante, supuso el acicate para la enésima transformación de las autodefensas campesinas en estructuras de guerrilla en la que ya se identifican figuras clave de las futuras Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) como Jacobo Arenas, Ciro Trujillo o el propio Manuel Marulanda. Todos ellos protagonizarán movimientos de campesinos y guerrilleros hacia otros enclaves de nueva colonización rural, como El Pato, La Uribe, El Caguán, El Ariari o Guayabero: escenarios, una década después, de prioritario arraigo de unas nacientes FARC.


			Aunque es cierto que, con la llegada de Rojas Pinilla, a partir de 1954 las cifras totales de La Violencia se reducen notablemente; por otro lado, el conflicto en Villarrica y el Sumapaz va a reactivar escenarios de confrontación entre 1956 y 1957 en departamentos como Caldas, Cauca, Huila, Tolima, Valle del Cauca y la región del Carare. Es decir, La Violencia va a tener un alcance mucho más focalizado que en la etapa que transcurre entre 1946 y 1953, pero reproduciendo aquellos escenarios que, en aquel entonces, mostraron los mayores niveles de confrontación.


			En todo caso, y con base en lo expuesto, no se podría identificar un patrón de conducta explicativo de La Violencia. Como señalan Guzmán, Fals Borda y Umaña ([1962] 2010: 316), no se encuentra articulación lógica en el desarrollo de la misma, de acuerdo a patrones de pertenencia étnica, ubicación geográfica o estructura económica. Es decir, La Violencia se presenta ante todo tipo de estructura agraria, tanto minifundista como latifundista, e independientemente de si se trata de regiones opulentas o empobrecidas. No había un patrón común más allá de la falta de legitimidad del Estado, su profunda debilidad y su incapacidad para proveer de servicios básicos a la mayor parte de las regiones y estratos sociales del país. El resultado hablaba por sí solo: 800.000 desplazados y 180.000 muertes entre 1947 y 1957 —hacia 1964 las muertes superarían las 200.000, en su mayoría civiles—. Además, quedaba una importante destrucción y pérdida de inmuebles y edificaciones y un profundo cambio en la mentalidad del pueblo colombiano hacia las instituciones políticas del Estado que va a permitir comprender cómo se desarrolla la violencia a partir de los años sesenta y setenta. Asimismo, la dictadura, para la primavera de 1957, parece insostenible y, de hecho, el propio mando militar solicitará al dictador que abandone el país.


			El Frente Nacional, la segunda Violencia 	y la emergencia de las guerrillas


			



El 10 de mayo de 1957 una Junta Militar de cinco generales asume las riendas políticas de Colombia de manera transitoria mientras se conforma la etapa que se va a conocer como el Frente Nacional. Un nuevo sistema de gobierno bipartidista por el cual Partido Liberal y Partido Conservador van a repartirse, en términos absolutamente paritarios, todos los cargos políticos con excepción de una presidencia que se alternará cada cuatro años para cada partido. La vigencia de este sistema, llamado a propiciar la reconciliación política nacional, en inicio quedaba dispuesta para dos periodos presidenciales de cada partido, esto es, por dieciséis años. No obstante, una reforma constitucional de 1968 dilató el sistema para que fuese en 1974 cuando desapareciera la competencia electoral monopartidista, y en 1978, cuando se pusiese fin al imperativo de compartir, a partes iguales, los puestos públicos dentro del Ejecutivo.


			Su primer presidente va a ser el liberal Alberto Lleras Camargo (1958-1962), quien va a tratar de controlar el desorden público y la violencia heredada de la dictadura de Rojas Pinilla con la puesta en marcha, entre otras normas, del Decreto 0942 del 27 de mayo de 1958, que creaba la Comisión Nacional Investigadora de las Causas Actuales de La Violencia. Esta se va a encargar de recorrer poblaciones y zonas devastadas de manera tal que, como recogía algún medio, sería “la primera vez que vienen a preguntarnos qué nos pasó; a conversar con nosotros sin engaño; a hablarnos de paz sin echarnos bala después” (Guzmán, Fals Borda y Umaña, [1962] 2010: 129).


			Lo cierto es que, en sus inicios, la comisión consiguió un importante cese de hostilidades a partir de más de 20.000 encuentros y medio centenar de pactos de paz, especialmente en Caldas, Tolima, Cauca, Huila y Valle. De igual manera, se trató de recuperar la cuestión de la reforma agraria, barajándose posibilidades como incrementar ciertos lotes de los pequeños campesinos e incluso proveer de títulos a aquellos que se encontraban desprovistos de cualquier tipo de propiedad, siempre que guardasen los patrones de producción fijados por el Estado. Pese a todo, el alcance de la reforma debe relativizarse, pues los lobbies de la industria —terratenientes y algunos políticos— hicieron que la puesta en marcha se retrasara hasta el último año de Gobierno de Lleras Camargo.


			La política de reconciliación que llevaron a cabo los gobiernos, sobre todo de Lleras Camargo, y de su sucesor, el conservador Guillermo León Valencia (1962-1966), rápidamente experimentaron el desvanecimiento del efecto “luna de miel” sobre la gestión de una violencia que, si bien controlada entre 1959 y 1964, nuevamente presentaba exacerbados niveles de confrontación, aunque nada comparables con la época anterior. En esta ocasión, la violencia se concentró en Cauca, Huila, Tolima, Valle del Cauca y Viejo Caldas, lo cual, para algunos como Oquist (1978: 18-20), pone en tela de juicio hasta qué punto la política reconciliadora fue un éxito. Sobre todo en tanto que, de los 18.481 que tuvieron el privilegio de ser computados como víctimas entre 1958 y 1966, tres de cada cuatro se ubicaron en los departamentos donde se focalizaba esta “segunda Violencia”.


			Otro indicador de la violencia emergente, como sugiere Ramsey (1981), se puede encontrar en el número de cuadrillas y grupos armados que pervivieron al margen de las políticas de desmovilización promovidas durante el primer Ejecutivo del Frente Nacional. Dentro de estos grupos insurrectos cabe destacar dos aspectos fundamentales. El primero es que la mayoría de los reductos armados liberales y conservadores se acogieron a las diferentes iniciativas de desmovilización. Así, el mayor número de cuadrillas subversivas resultaba ser de carácter comunista. El segundo viene a responder a un fenómeno conocido como bandolerismo y que no es otra cosa que la acumulación de miles de personas sin salida, sin capacidad de reincorporarse a la vida normal (Sánchez y Meertens, 1983). Esta manifestación particular de violencia, que estriba en el bandolerismo, tuvo importancia en los Llanos Orientales en torno a la figura de Eliseo Velásquez; en el sur de Tolima, donde fue consabida la presencia de General Mariachi; en Santander, donde fue destacado Rafael Rangel; así como otros enclaves como Sumapaz o el occidente y suroeste antioqueño, donde fue protagonista la figura del capitán Juan de J. Franco. Otras regiones como el norte de Valle del Cauca, el norte de Tolima o el Viejo Caldas fueron un caldo de cultivo óptimo para también figuras clave en la historia del bandolerismo, tal y como evocan nombres como los de El Mosco, Efraín González, Zarpazo, La Gata, Chispas, Capitán Venganza, Desquite, Pedro Brincos y Sangrenegra.


			



Tabla 1


			



Número de cuadrillas alzadas en armas hacia 1960
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							Fuente: Ramsey (1981: 278).


						

					


				

			


			







Las particularidades de este bandolerismo fueron objeto de una profunda represión policial y militar, especialmente a inicios del mandato de León Valencia; una presidencia cuyas prioridades fueron fortalecer la administración judicial, reestructurar el andamiaje policial y militar e, incluso, incorporar una “cuota nacional para la paz” sobre la renta y otros rubros, a efectos de combatir la violencia. Asimismo, se incorporaron estrategias de contrainsurgencia, de hostigamiento a la connivencia bandolero-campesina y de guerra psicológica con el fin de mitigar el impacto de las debilidades de la po­­lítica de seguridad sobre aquellos enclaves donde la presencia gubernamental brillaba por su ausencia.


			Dadas estas circunstancias, prácticamente entre 1963 —cuan­­do se estima en unos 7.000 los alzados en armas— y 1965 se van a controlar la mayoría de los escenarios de esta “segunda Violencia”, con la excepción de los enclaves comunistas que, aunque habían abandonado la estructura guerrillera para volver al mecanismo de la autodefensa campesina, iban a experimentar una situación por completo distinta con respecto al inmediato pasado. A pesar del aperturismo democrático que suponía el Frente Nacional con respecto de la izquierda comunista, esta continuaba sin posibilidad alguna de participar en el sistema. A la vez, en escenarios como el valle de Marquetalia, Riochiquito, El Pato, Guayabero, Sumapaz, el Ariari o la intendencia del Vichada, la ruptura con el Estado se había acentuado hasta el punto de que las estructuras de autodefensa campesina comunista habían desarrollado unas formas paraestatales de poder local que cuestionaban la autoridad del Estado y que eran conocidas como las “repúblicas independientes”. El desafío que estas suponían para el Estado generó como respuesta que León Valencia, como hiciera con el bandolerismo, promoviese cercos militares con los que asfixiar económica y militarmente a es­­tos pequeños enclaves contestatarios. Lo señalado resulta de gran importancia porque va a conectar directamente con el mito fundacional de las FARC.


			Hacia 1964 existe el firme convencimiento de acabar con la presencia de todo grupo armado operativo en las repúblicas independientes. Para ello se va a poner en marcha un contingente militar de 5.000 efectivos, particularmente sobre lo que se empezó a conocer como la República de Marquetalia, a fin de terminar con la misma, y que, como respuesta, supone una nueva transformación de los grupos de autodefensa campesina en estructura guerrillera. Otro resultado va a ser la justificación, desde el Partido Comunista, de asumir como válida la bandera de “todas las formas de lucha”, a lo cual se une la creación de una resistencia campesina armada que, hacia septiembre de 1964, se organizará en la I Conferencia Guerrillera. A ella asisten los destacamentos del valle de Marquetalia, Riochiquito, El Pato y Guayabero entre otros, y será constitutiva de una guerrilla que empieza a autoorganizarse militar, económica y políticamente, denominada Bloque Sur.


			El Bloque Sur, aún integrado dentro de la estructura del Partido Comunista como brazo armado, será objeto de un operativo militar que pondrá fin a la República Independiente de Marquetalia, pero que no termina con el componente de insurgencia que, mermado, sobrevive a los operativos militares y que termina por trasladarse a Riochiquito y Tierradentro, en Cauca primero, y a El Pato, en el departamento de Meta, después. Allí se darán dos conferencias guerrilleras que, en la primavera de 1965, darán lugar a la aparición, por primera vez, de las FARC, y que tomarán como mito fundacional lo acontecido un año atrás en Marquetalia.


			Algunos como Gilhodes (1972) plantean que, si la Operación Marquetalia no se hubiera llevado a cabo, las FARC nunca habrían surgido, en tanto y en cuanto se hubiera mantenido la estructura de autodefensa. En este caso, se estaría más de acuerdo con Pizarro (1989) o Pécaut (2006), pues lo cierto es que, pese a todo, Colombia presentaba de por sí condiciones estructurales que alimentaban la posibilidad de una emergencia de focos guerrilleros. Es así que debe entenderse la aparición en 1965 del Ejército de Liberación Nacional (ELN) —y en 1967, la del Ejército Popular de Liberación (EPL)— o, de manera infructuosa, pero al albor de la Revolución cubana (1959), la aparición de otros movimientos de alcance más limitado, pero igual naturaleza insurgente, como es el caso del Mo­­vimiento Obrero Estudiantil Campesino (MOEC 7 de Enero), el Frente Unido de Acción Revolucionaria (FUAR) o las Fuerzas Armadas de Liberación (FAL). 
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